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 LAS CONTRALORÍAS NO ESTÁN SIENDO EFICACES, PARA LOGRAR 



EL CONTROL INTERNO EN LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS. 

 

   Este ensayo abre un cuestionamiento frente a la eficacia con la que 

funcionan las contralorías para realizar el Control en las instituciones 

públicas y lograr que las entidades descentralizadas en todos los grados y 

niveles que administran y/o que manejan, fondos, bienes y/o recursos 

públicos, desarrollen su función pública en forma transparente bajo unos 

principios de eficiencia, eficacia y equidad. 

 

    Además pretende plantear una reflexión dirigida específicamente a las 

Contralorías, puntualizar la importancia de la institucionalidad; lo esencial 

de recuperar los valores y principios que deben regir a las instituciones  

para lograr un mayor desarrollo,  que en cumplimiento de su función se 

requiere la verificación  exhaustiva de las diferentes actuaciones de los 

servidores públicos, revelando el grado de transparencia en su labor,  que 

en muchos casos tienden a trabajar en beneficio propio o buscan el 

favorecimiento según sus propios intereses, olvidándose que no existe 

progreso en un país, mientras no se trabaje por el bien común. 

 

    Para efectos de este análisis, inicialmente comenzaré a trabajar; el 

concepto de control, la importancia de la institucionalidad, el papel 

importante que juega las contralorías como parte de esa institucionalidad, 

regulación de las contralorías y finalmente la función efectiva por parte de 

las Contralorías a partir de información que compruebe su eficacia.  

 

¿QUÉ ES CONTROL? 

 
Según Fayol Henry, citado por Melinkoff (1990), dice: 

 



“El control” consiste en verificar si todo ocurre de conformidad con 

los programas adoptados, con las instrucciones emitidas y con los 

principios establecidos; tiene como fin señalar las debilidades y 

errores a fin de rectificarlos e impedir que se produzcan nuevamente, 

es decir es supervisar que todo se realiza conforme a lo previsto. 

 

Buchele Robert B, (1976), dice:  

 

“Control” es el proceso de medir los actuales resultados en relación 

con los planes, diagnosticando la razón de las desviaciones y 

tomando las medidas correctivas necesarias. 

 

    Es así como al confrontar estos conceptos con la aplicabilidad en las 

organizaciones, el control se ha orientado de forma que permita a los 

responsables de desarrollar unos procesos, velar porque las actividades 

se realicen conforme a unas directrices normativas y previendo unos 

riesgos de forma anticipada que impidan en un momento determinado 

cumplir con el objetivo propuesto. Si vemos el control desde el ente 

externo podemos ver la asignación de unas responsabilidades a unas 

instituciones de verificar las actuaciones de quienes dirigen una 

organización y si esta se realiza conforme a los principios y parámetros 

dados desde la línea del estado. 

 

    En respuesta a lo anterior y como parte de un autocontrol, las 

entidades estatales tienen la labor de realizar su misión conforme a las 

directrices normativas donde se busca satisfacer las necesidades de una 

comunidad entre las que podemos mencionar hospitales, alcaldías, 



empresas de servicios;  y para el caso de aquellas que su misión es la 

inspección y forman parte del control externo como es el caso de las 

Contralorías, tienen la obligación de verificar el adecuado manejo de 

unos recursos, ver si los servicios se brindan con calidad, si los 

resultados de una administración reflejan resultados positivos de una 

gestión que permita sostenibilidad y crecimiento; es decir que el estado 

ha brindado los lineamientos como parte del mismo control para lograr 

que las entidades sean eficaces, es por esto que veremos el papel tan 

importante que se le ha asignado a las Contralorías contribuyendo a 

garantizar la aplicabilidad de ese concepto tan valiosa como es el 

CONTROL.  

 

LA  INSTITUCIONALIDAD 

 

    Dada la responsabilidad que tienen asignada las instituciones, es que 

considero conveniente analizar también otro concepto que se denomina 

La Institucionalidad, es decir como afecta la falta de esta, queriendo con 

esto afirmar que corresponde a la falta de cumplimiento efectivo de su 

labor o falta de control por parte de ellas en cumplimiento de su misión;  y 

para el entendimiento se cuenta con algunas definiciones: 

 

    Para la oficina de Estudios y Políticas Agrarias de Chile, la 

institucionalidad en general se refiere al conjunto de normas que emanan 

de cuerpos legales legitimados, comportamientos sociales asentados y 

operación de instituciones formales que enmarcan la actividad de los 

individuos que conforman grupos sociales o estratos socioeconómicos o 

culturales que mantienen ciertas pautas comunes en sus conductas. En 

la institucionalidad caben las leyes, los acuerdos sociales resultantes de 

la aplicación de las leyes, propiedad privada, los mercados y las 

instituciones que le dan soporte, el rol del Estado, y el ejercicio de 



organismos con determinados estatutos legales que realizan funciones 

de fomento, de información o de protección de derechos en la sociedad.  

 

    La institucionalidad para la Comisión Económica para América Latina y 

el Caribe (CEPAL) 2000 es entendida como un conjunto de organismos 

públicos y privados, que les acompaña instrumentos legales y 

financieros, de infraestructura y de articulación interna y externa, que se 

da a la sociedad civil y el Estado para actuar en un determinado ámbito, 

es valorar también la importancia de esta a nivel social y sus vínculos con 

los intereses colectivos, su función eficaz dentro de un sistema de  

gobernabilidad, garantizando su desempeño a nivel estatal. 

 

    Al interpretar el concepto de institucionalidad podemos ver la 

importancia que tiene la existencia del Estado y su relación con las 

instituciones; debemos entender que sobre ellas exige entonces el 

comportamiento soportado  bajo unos principios y  valores,  y que son 

estos los que deberían gobernar un país. También se denota  un amplio 

concepto del término que expresa el  alcance de las instituciones, lo que 

en mi opinión considero hace referencia al grado de protección a la 

propiedad, el control al nivel de corrupción, el control a la aplicabilidad de 

las normas y leyes aplicado a toda una sociedad.  

 

LAS CONTRALORIAS 

 

    Teniendo en cuenta que dentro de la institucionalidad de nuestro país 

se encuentran las Contralorías;  definidas éstas según la constitución 

como el órgano de control fiscal, que tienen la misión de procurar el buen 

uso de los recursos y bienes públicos y contribuir a la modernización del 

Estado mediante acciones de mejoramiento continúo en las distintas 

entidades públicas; encontramos entorno a ellas un sin numero de 



normas que establecen las directrices y la importancia de su función para 

lo cual fueron creadas, entre las que encontramos: 

 

   El artículo 267, de la constitución política establece que: "El control 

fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 

República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los 

particulares o entidades que manejan fondos o bienes de la Nación", 

y…cuando se adentra a revisar la Carta Política; el control fiscal a la 

gestión pública pasó este de ser previo y perceptivo, a posterior y 

selectivo. No obstante, analizando los nuevos enfoques del control 

permite la aplicación de un control de advertencia o de prevención, para 

que quien administra conozca en forma oportuna las inconsistencias 

detectadas por la Contraloría y, mediante la aplicación de un control de 

corrección, proceda a subsanarlas, con lo cual se pretende lograr 

entidades más eficientes y eficaces, cumpliendo con el fin último del 

control que es el mejoramiento continuo de las entidades públicas. 

 

    En el inciso 3º del mismo artículo se establece  la vigilancia de la 

gestión fiscal del Estado que incluye el ejercicio de un control financiero, 

de gestión y de resultados, fundamentado en la eficiencia, la economía, 

la equidad y la valoración de los costos ambientales.  

 

    En el numeral 5 del artículo 268 de la Constitución Política, se 

preceptúa como atribución del Contralor General de la República, la de 

establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, la de 

imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su monto 

y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la 

misma; 

 



    Además el artículo 63 de la Ley 610 de 2000, preceptúa que la 

Contraloría General de la República tiene competencia prevalente para 

adelantar hasta su culminación los procesos de responsabilidad fiscal 

que se originen como consecuencia del ejercicio de la facultad 

excepcional del control fiscal establecida en el artículo 267 de la 

Constitución Política, desarrollada por el artículo 26 de la Ley 42 de 1993 

y los artículos 24 numeral 7 y 81 de la Ley 617 de 2000. 

 

    También dentro del trámite de los procesos de responsabilidad fiscal 

de competencia de las Contralorías, de la que habla la Ley 610 de 2000, 

se entiende como responsabilidad fiscal el conjunto de actuaciones 

administrativas adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar 

y establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los 

particulares, en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión a ésta, 

causando por acción u omisión y en forma dolosa o culposa, un daño al 

patrimonio del Estado, el cual nace desde el  momento en que la 

ciudadanía presenta denuncias o quejas o cuando las entidades vigiladas 

así lo soliciten y como consecuencia de las auditorias realizadas por las 

Contralorías. 

 

    Los anteriores lineamientos son para tener claro que los mismos 

parámetros normativos han brindado los mecanismos para hacer 

seguimiento y control total sobre los daños al patrimonio que se 

evidencien, comprueben y que representen menoscabo, disminución, 

perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o 

recursos públicos, producida por una gestión antieconómica e ineficaz 

que en términos generales no se aplique al cumplimiento de los fines del 

Estado. 

 

 



LA INSTITUCIONALIDAD DE LAS CONTRALORIAS 

 

    De acuerdo a la Constitución política de 1991, articulo 267 al 269, las 

Contralorías deben ejercer el control fiscal de la Administración pública, 

dirigida a todas las entidades descentralizadas en todos los grados y 

niveles; que administran y/o manejan fondos, bienes y/o recursos 

públicos; se esperaría entonces que son ellas las que deben propiciar 

ante todo y en forma técnica, la construcción permanente de moralidad y 

eficiencia en la gestión pública, donde cada actuación de sus funcionarios 

debe ir forjado de  valores ciudadanos e institucionales; 

 

   Sin embargo, es inquietante encontrar los resultados publicados en 

informe presentado con respecto a la Encuesta de Desempeño 

Institucional adelantada por la Corporación de Transparencia por 

Colombia, con apoyo del Departamento Administrativo Nacional de 

Estadística (DANE) y el Banco Interamericano de desarrollo (BID); en que 

se evalúa mediante un paralelo a una muestra representativa de los 

funcionarios de los órganos departamentales para establecer la 

percepción de los funcionarios sobre el nivel de desempeño de sus 

instituciones;  este Índice de Integridad de las Entidades Públicas 

Nacionales nace desde el año 2000 dirigido a  Gobiernos, Asambleas y 

Contralorías Departamentales como aporte a la difícil tarea de evaluar las 

entidades públicas, sobre todo en áreas  vulnerables  a la corrupción, y 

que ha servido para brindar un aporte para la comprensión de los riesgos 

de corrupción y diseño de  políticas públicas que contribuyen en la lucha 

contra este flagelo en las administraciones públicas. 

 

    En este informe para el año 2003-2004,  se midió el riesgo de 

corrupción de las entidades y dependencias públicas, arrojando unos 

resultados en que las Contralorías Departamentales no alcanzan siquiera 



los niveles aceptables; el 56,3% de las 32 contralorías están ubicadas en 

muy alto riesgo de corrupción, incluyendo como las de más precarios 

resultados las de los departamentos de Vichada, Amazonas, Guajira, 

Chocó, Caquetá y Cesar con un puntaje promedio de 26 sobre 100. El 

28,1% están en riesgo medio y el 15,6% en moderado, siendo las de este 

último grupo las contralorías de Antioquia, Nariño, Norte de Santander, 

Cundinamarca y Risaralda, Se resalta en este informe la objetividad con 

que los funcionarios evalúan su propia entidad, siendo evidente la 

generosidad con la que califican su propia gestión, lo que demuestra la 

falta de objetiva de los resultados de sus propios indicadores. 

  

    De las 29 contralorías departamentales cuyos funcionarios fueron 

encuestados, sólo cuatro señalaron una percepción más desfavorable 

que el resultado del Índice.  

 

    Al indagar sobre el análisis de la institucionalidad, podemos encontrar 

algunos puntos de vista como el proveniente de una economía clásica 

como el dado por Adam Smith en 1776, con  una perspectiva que toca el 

tema de la ética, donde al hablar del grado de funcionamiento de la 

institucionalidad, identifica la racionalidad del comportamiento humano 

con la maximización de la utilidad y con el interés propio, ….claro! sin 

evidencias de que este supuesto derive condiciones económicas óptimas; 

se analiza cómo el supuesto del interés propio es la principal motivación 

humana, generándose un fenómeno de reflexión que opaca otros 

argumentos importantes como la credibilidad en la política económica. 

 

    Amartya Sen, (1987), realiza un análisis acerca de la “Ética y la 

Economía”, el serio distanciamiento que existe entre el estudio de la 

economía y el de la ética, demostró como esta brecha ha causado 

grandes deficiencias en la teoría económica contemporánea,  argumenta 



además que el comportamiento real de las personas es influenciado por 

las consideraciones éticas, y que la ciencia económica puede responder 

mejor a los grandes problemas del nuevo siglo si se introduce 

consideraciones éticas en sus fundamentos; dentro                                                                                  

del contexto de Sen,  se explica el desarrollo económico de un país 

dando alcance a las consideraciones del economista clásico Adam Smith 

quien contribuyó en la argumentación sobre la superación del 

pensamiento mercantilista; este economista dice Sen, ve la actividad 

comercial proveniente de un intercambio y un interés propio y cita: 

 

El comercio y la manufactura no florecen por mucho tiempo en un 

Estado que no tiene una regular administración de justicia, en 

donde la gente no se siente segura en la posesión de su 

propiedad, en donde la fe en los contratos no es apoyada por la 

ley, en donde la autoridad del Estado no es usada para obligar el 

pago de deudas de aquellos capaces de pagar. El comercio y la 

manufactura raramente florecen en un Estado donde existe poca 

confianza en la justicia pública. (Sen, 1987)                                                                                                                                                                     

  

    Frente a lo anterior, lo que la mayoría de los manuales cuentan es que 

Adam Smith genero el concepto de la “mano invisible” que autorregula los 

mercados libres; por otro lado, Ricardo, desarrolló el concepto de “ventaja 

comparativa”, lo que significa que es posible aumentar el nivel económico 

mundial si cada país se especializa en lo que mejor sabe hacer; todo ello 

promociona en mayor o menor grado el no intervencionismo  

gubernamental en el mercado como mecanismo para garantizar la paz 

entre las naciones comerciantes, pero también de fondo se debate la 



noción del interés propio, rechazando el papel del Estado que no brinde 

seguridad ni garantías. (Smith, 1776; Ricardo, 1817) 

 

    Para tomar otro punto de vista y más contemporáneo,  quiero citar otro 

personaje que a través  de símbolos, establece una conexión emocional 

con una audiencia que así no entienda sus palabras, capta su mensaje; 

me refiero a Antana Mockus, quien con un gesto atrevido, se volvió de la 

noche a la mañana un personaje nacional y por quien promulgo mi 

admiración y respeto porque  considero tiene la autoridad moral y quien 

con aire de filosofo ha pretendido plantear las soluciones posibles a los 

problemas que rodea a Colombia acudiendo a encontrar formas 

diferentes de comunicarse, con símbolos que llegan donde sus palabras 

no son entendidas, donde además establece una interpretación de la 

importancia de la institucionalidad, quienes son las llamadas a vigilar las 

actuaciones de la ciudadanía y no permitir que la institucionalidad se 

adecue a las conveniencias de sus actuaciones.  

 

   El 20 de mayo de 2009, este personaje  en entrevista dada a Maria 

Isabel Rueda periodista de la W, afirma que dentro de un marco 

disciplinario rodeado de valores, que: él mismo ha intentado fomentar, 

además de su obsesión por la sujeción a las normas, donde esta no se 

encuentra separada de su otra obsesión que es la educación,  cuestiona 

que la tendencia actual es la de saltarse todos los pactos sociales y las 

regulaciones que otorgan seguridad real a la gente.  Afirmaba Mockus 

además a lo que vale la pena brindar todo el crédito,  es que los cambios 

incluso de la Constitución es ahora de acuerdo con unos intereses 

particulares;  como por ejemplo el criterio que aplicó el Gobierno a un 

referendo para permitir una nueva reelección presidencial o el que se 

aplica en la búsqueda de afinidad de los órganos de control hacia las 

conveniencias del Ejecutivo son apenas una muestra de cómo se rompe 



la confianza pública, se debilita el ejercicio de la justicia y se abre espacio 

a la violencia. (Emisora de la W,  20 de mayo de 2009) 

 

Seguía en su entrevista Antanas explicando que: 

 

No hay normas compartidas y comprendidas,  los mecanismos de 

control social no operan, porque cada quien se siente con derecho 

a privilegiar su propio interés sobre el de los demás y nadie se 

atreve a exigir a otros que cumplan la ley, en una falsa concepción 

del respeto. (La W,  20 de mayo de 2009) 

 

    A estas afirmaciones de Mockus quiero añadir que esto es dado 

incluso sin tener en cuenta el temor infundado por personas que no se 

atreven a denunciar hechos que previamente saben que el mismo 

sistema no le dará las garantías de ser excluidos de algún tipo de 

represaría sea cual sea el ámbito en que se mueva, además de la 

impotencia de lograr un cambio de fondo y verdadero, porque por bien 

que le vaya siempre serán paños de aguas tibias.  Decía Antanas: 

 

La primera institucionalidad con la que se encuentran los niños es 

la del colegio, al pasar de la vida familiar a un lugar en el que están 

regidos por una normatividad que les enseña a convivir con otros 

niños, con adultos, con autoridades que deben ser paradigmas del 

ejercicio democrático. Por eso, la institucionalidad de los colegios 

es fundamental. Así ha sido entendido en la Ley General de 

Educación, cuando estableció la obligatoriedad de un Proyecto 



Educativo Institucional (que es como la Constitución del colegio), 

un manual de convivencia y unos organismos de participación. 

 

Todas estas son herramientas básicas de la institucionalidad 

escolar y por eso deben ser claras, de modo que permitan 

comprender a todos los miembros de la comunidad qué principios 

los rigen, qué criterios pedagógicos se aplican, qué normas 

precisas deben respetarse y mediante qué procedimientos se 

aplican. De igual manera, deben ser claras las instancias de 

autoridad, los mecanismos de control y los procesos de evaluación 

y rendición de cuentas. Esto enseña a vivir en la seguridad de la 

ley y a rechazar la incertidumbre de la arbitrariedad. (La W,  20 de 

mayo de 2009) 

 

    Los anteriores enfoques de respetados autores, son solo para 

entender de fondo el alcance que representa la institucionalidad, es  claro 

que quien representa a la sociedad es el estado, por ser quien obliga al 

cumplimiento de unos parámetros que brinden seguridad, equidad, 

economía, vigila de una parte el buen uso de las finanzas públicas, es 

quien debe velar por que los recursos asignados para el manejo del 

estado, se encuentren bien manejados, que no se desperdicien o se 

dilapiden. 

 

    Dentro de la institucionalidad en un país es claro que se hace 

necesario destacar la importancia de contar con autoridades de 

competencia con suficiente autonomía tanto del Ejecutivo como del 



legislativo para garantizar la independencia en sus actuaciones, actuando 

de forma eficiente, eficaz y efectiva que encamine adecuadamente el 

correcto funcionamiento de las demás instituciones y de sus servidores, 

lo que permite colocar en estas instituciones  la confianza para garantizar 

el propósito para lo que fueron creadas. 

 

    Ahora bien.., dentro del análisis anterior, viene ahora nuevamente un 

cuestionamiento…; Dentro de esa representación de institucionalidad que 

debe regir a nuestras organizaciones ¿Qué tan eficaces son  las 

entidades controladoras?, ¿Qué principio las rige?, ¿Dónde esta el 

Control?, ¿Será entonces que las Contralorías cumplen con su función 

institucional?. 

 

    El Auditor General de la Nación quien vigila las Contralorías, es elegido 

por un periodo de dos años, el Contralor General de La República es  

elegido por el congreso en pleno,  para un periodo igual que el de 

Presidente de la República, es decir por cuatro (4) años mediante terna 

integrada por candidatos que presenta  la Corte Constitucional, Corte 

Suprema de Justicia y Consejo de Estado. Los Contralores de las 

entidades territoriales  quienes ejercen su jurisdicción respectiva  a nivel  

Departamental, Distritito y Municipios, son elegidos por las Asambleas 

Departamentales y Concejos Municipales de ternas integradas por los 

Tribunales Superiores y Tribunales de lo Contencioso Administrativo. 

Dentro de los principios que rige el Control Fiscal están la EFICACIA: que 

busca verificar si los resultados de la gestión pública guardan relación 

con los objetivos y metas propuestas y si se logran de manera oportuna.  

EFICIENCIA: donde se establece si la asignación de los recursos 

públicos ha sido la más adecuada para cumplir con sus objetivos. 

EQUIDAD: donde se identifica los  receptores de las acciones 

económicas de las entidades auditadas,  se analiza además la 



distribución de los costos y beneficios entre sectores económicos y 

sociales.   

 

DADA LA IMPORTANCIA DE LA INSTITUCIONALIDAD, AQUI 

ALGUNAS EVIDENCIAS PARA ESTABLECER LA EFICACIA DE LAS 

CONTRALORIAS  

 

    En periódico del espectador.com (julio de 2009), se publicó que el 

Auditor General de la Nación, Iván Darío Gómez, en visita a San Andrés, 

menciona que en diálogo sostenido con la  comunidad sobre el caso del 

contralor capturado supuestamente por sobornar al gobernador Pedro 

Gallardo, el Auditor allí se mostró preocupado por los resultados 

ineficientes de las contraloría del Chocó, Magdalena, Vichada y Arauca. 

Acerca de esta preocupación anunció una auditoria especial para cada 

una de estas contralorías. 

 

    Igualmente se señala que en  caso de comprobarse corrupción, 

actuaría de la mano con la Procuraduría, Fiscalía y Contraloría. Además 

manifestó que para evitar la corrupción lo que se debe es acabar con la 

politización de las  contralorías territoriales en todo el país.  

 

    Para este caso específico del contralor de San Andrés, se menciona 

que fue capturado por sobornar al gobernador de San Andres.  

Pero…..¿Cuales fueron los resultados de la auditoria efectuada?  

 

    El  mismo auditor General de la Nación relata a El espectador que 

efectuaron una audiencia pública, en la cual tuvieron la oportunidad de 

escuchar a todos los estamentos de San Andrés y plantearon con 

franqueza diversas situaciones de corrupción que se han presentado en 

la Isla, que identificaron 33 hallazgos que tiene alguna relevancia de los 



cuales se tienen acuerdos para superar los problemas encontrados. 

Igualmente manifestaron las preocupaciones en lo que tiene que ver con 

las concesiones portuarias y lo que el departamento recibe en esta 

materia existiendo desconfianza frente a las cifras que se manejan.     

 

    De aquí debe provenir un cuestionamiento, ¿Los contralores 

territoriales tienen una vigilancia por parte de su entidad? Y para casos 

como el que se menciona,  el tratamiento o mecanismo utilizado es el de 

trasladar a Contralorías de otras regiones solo cuando realmente se 

tenga conocimiento de la gravedad extorsiva como se presentó en esta 

zona del país. Sin embargo el mismo Auditor, manifestó su preocupación 

por considerar esto insuficiente y preocupante al evidenciar que en otros 

departamentos tienen contralorías que los modelos fiscales son 

ineficientes, quedando como opción el seguimiento por parte del Auditor. 

Como auditor quien a partir de un acompañamiento especial, podrá hacer 

la exigibilidad al cumplimiento y de no producirse resultados positivos se 

podría recurrir a solicitar las respectivas sanciones. 

 

    Dentro de las contralorías que se mencionan ineficientes en temas 

contables y en el tema de gestión se encuentran la contraloría del Choco, 

de Magdalena, del Vichada y la de Arauca, aunque para el caso que nos 

atañe para la confirmación de existencia de corrupción se parte de la 

presunción de inocencia, siendo la auditoria la que permite encontrar 

situaciones complejas, en el que el Auditor General de la Nación resalta 

su compromiso para casos complejos y destaca la importancia no solo de 

trabajar de la mano sino la obligación de solicitar las intervenciones 

necesarias en asocio con organismos como la fiscalía o la procuraduría 

para así evitar la corrupción. 

 

     



    Para entender la existencia de casos de corrupción, la Corporación de 

transparencia Internacional por Colombia,  define la corrupción como el 

abuso de posiciones de poder o de confianza, para beneficio particular en  

detrimento del interés colectivo, realizado a través de ofrecer o solicitar,  

entregar o recibir, bienes en dinero o en especie, en servicios o beneficios, 

a cambio de acciones, decisiones u omisiones, también lo define como: el 

mal uso del poder encomendado para obtener beneficios privados.  Esta 

definición incluye tres elementos: el mal uso del poder, un poder 

encomendado, es decir, puede estar en el sector público o privado, un 

beneficio privado, que no necesariamente se limita a beneficios personales 

para quien hace mal uso del poder, sino que puede incluir a miembros de 

su familia o amigos. (Agencia Colombiana de Cooperación de 

transparencia Internacional, Junio 2000) 

 

    El 2 de septiembre de 2009, en emisora de la F.M, se dio a conocer el 

resultado de la Auditoria de la República mencionada anteriormente,  en 

donde como resultado se dio la notificación de la sanción efectuada al 

Contralor del Chocó por ausencia de vigilancia en el erario público. En 

esta auditoria especial realizada por el Auditor General de la República, 

Iván Darío Gómez, a la Contraloría del Chocó, se informa una situación 

grave y preocupante de ausencia total del control fiscal. Algunos apartes 

que se publico por este medio de los resultados de la auditoria se 

encuentran: 

 

La presencia y gestión de la contraloría departamental es muy 

deficiente en relación con su misión constitucional de ejercer 

vigilancia y control a los hechos irregulares frente al patrimonio 

público y la ausencia de control fiscal mas grave detectada hasta 

ahora en el país,  se evidenció, como un hecho muy lamentable que 



de un total de 25 procesos de responsabilidad fiscal por cuantía de 

$6.180 millones, ninguno reporta fallo definitivo y 20 presentan 

inactividad, además se evidenció que la cobertura del ejercicio del 

control fiscal es insuficiente en el Departamento del Chocó; durante 

el año 2008 sólo se realizó auditoria a 3 de las 36 entidades del 

orden departamental, en lo corrido a septiembre del 2009 sólo se 

habían realizado 2 ejercicios de auditoria, de los cuales aún no 

culminaba ninguno. (Informe de auditoria integral a la Contraloría 

General de la República, 2008) 

 

    En cuanto al vacío de control fiscal, el Auditor,  refirió que no se hizo 

por parte de la Contraloría pronunciamiento alguno sobre la contabilidad 

de los 36 sujetos del Departamento, lo cual expone los recursos 

departamentales a prevaricatos y defraudaciones de todo orden”. 

 

    Para el caso del Departamento de Magdalena,  se menciona que por 

apropiación un fiscal de la Unidad de Administración Pública y Justicia de 

Santa Marta profirió medida de aseguramiento en contra del ex contralor 

departamental del Magdalena, Luis Edmundo San Juan Perdomo por el 

delito de peculado. La investigación se inició por informe de la Auditoria 

General de la República en la que se indicaron presuntas irregularidades 

en la vigencia fiscal de 2005 en la Contraloría Departamental.  

 

    Igualmente se hace mención que en informe de la Fiscalía se, 

estableció que el  sindicado abrió una cuenta bancaria y no registró en la 

entidad el manejo de la misma,  ni reportó su existencia a la Auditoria 

General de la República. Según la Fiscalía: 



En esa cuenta se manejaron recaudos por la realización de tres 

seminarios, proceso en el que se detectaron giros irregulares.  

Igualmente, se estableció que en otra cuenta bancaria la 

Contraloría reportaba consignaciones por valores inferiores a los 

registrados en los extractos bancarios. Las diferencias de dinero 

fueron de 57 y 27 millones de pesos, para un total de $84.176.711.  

Sanjuán Perdomo se encuentra recluido en el Centro Carcelario de 

Sabana larga, Atlántico. (Informe de auditoria integral a la 

Contraloría General de la República, 2008) 

 

    Otro caso es el mencionado el 7 de octubre de 2008, en  revista 

Cambio,  donde se informa que el embajador Kamper y el jefe de 

Cooperación para el Desarrollo Arno Ambrosios, firmaron un convenio 

desde junio de 2004, que haría posible que la Contraloría, con el apoyo 

técnico del Proyecto de Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, 

contará durante dos años con cerca de 3.700 millones de pesos para 

cumplir una meta: aumentar 10% el número de auditorias y que como 

contrapartida, la Contraloría ofrecía la alta rentabilidad que generarían los 

recursos invertidos en la prevención de la corrupción. Se destaca que 

desde el 2 de agosto de 2006, el contralor general Julio César Turbay 

Quintero prometió ante el Congreso  que se propiciarían los mecanismos 

de participación ciudadana los que al parecer se apoyarían con 

capacitación y asesoría. (Revista Cambio, 7 de octubre de 2008. ed 796). 

 

 

    Sin embargo, desafortunadamente también se informa en este medio 

que el 14 de noviembre de 2006, la Contraloría tomó la decisión de 



desaparecer de un solo corte los avances logrados; a partir de que 

Turbay el Contralor General de la República expidió la circular No.016 en 

la que se estableció un régimen de inhabilidades que impedía a varias 

organizaciones que venían participando en las auditorias a continuar 

haciéndolo, que los impedidos para participar directa o indirectamente 

eran contratistas, trabajadores de la entidad auditada , sindicatos y las 

asociaciones con vínculos con las entidades auditadas. 

 

    No obstante, en informe de auditoria a la Contraloría vigencia 2008  se 

indica que la Embajada de los Países Bajos brindó su apoyo al proyecto y 

aportó para desarrollar una segunda etapa, cerca de 5.500 millones de 

pesos y que en la verificación de la transparencia en el manejo de estos 

recursos II fase  se evidenció que en su ejecución, tuvieron que ser 

declarados como objeto de auditoria especial no solo por la falta de 

claridad y transparencia en su ejecución, sino por que al momento de 

avisar estas situaciones, estos dineros no pudieron ser objeto de 

verificación en los estados financieros por encontrarse en plena 

ejecución. 

 

    En cuanto al manejo de reservas presupuestales se menciona no se 

respetó la normatividad que al respeto exige el límite de montos según 

decreto 1957 de 2007 que al respecto indica que era de 2.850 millones, 

pasándose en $3.390 millones, es decir se presento una reserva por 

$6.240.1 millones, lo cual constituyó una investigación disciplinaria. 

 

    Con aprobación del Ministerio de Hacienda y  Crédito Público, la 

entidad realizó 12 traslados presupuestales, por valor de 

$35.809.921.779; el traslado que sobresalió es el del rubro -Otras 

transferencias por $19.981 millones para gastos de personal,   ”dando 

alcance al Decreto 1369 del 25 de abril de  2008, que modifica el decreto 



662 de 2008 de escalas de remuneración  correspondientes a las 

distintas categorías de empleos de la Contraloría General de la 

República.” Lo que genera para tal fin un aplazamiento por valor de $2.1 

millones del proyecto de inversión Adquisición y Desarrollo del Sistema 

de Informática. 

 

    Se presenta no solo el incumplimiento en el  exceso de reservas 

presupuestales por $3.390 y $3.612 millones para las vigencias fiscales 

2007 y 2008 respectivamente, Sino que además, se evidenció que de las 

reservas presupuestales constituidas a diciembre de 2008,  

apropiaciones por valor de $217.8 millones, tienen certificado de recibo a 

satisfacción sin evidencia de las actividades realizadas que garanticen la 

transparencia de la inversión y lo cuales  quedaron como cuentas por 

pagar.  (Anexo 1 del informe). 

 

    Se reflejaron diferencias en lo reportado por contabilidad y lo reportado 

por presupuesto en los rubros correspondientes a servicios personales 

honorarios, gastos generales de bienes y servicios, arrendamientos, 

bienes y servicios de inversión, tal y como se detallan en el informe, 

presentando una diferencia de $5.466.671 pesos que debían ser 

aclaradas por la Contraloría General de la República. 

 

    Llama la atención en el informe, el incumplimiento en el merito a la 

contratación que se exige al sector público, y el incumplimiento a la 

normatividad que en contratación existe, donde se informa que en 

vigencia 2008 la Contraloría General de la República suscribió un total de 

1.974 contratos por valor de $45.291 millones, y donde se observó que 

para la selección del contratista,  el 0.86% (17 contratos) se realizó a 

través de licitación pública o concurso público de méritos y el 96% (1.897) 

fue por contratación directa.  



    Se observó que en los estudios previos a la contratación en el punto 

donde se contempla la verificación de la “Idoneidad y experiencia”, no 

hay criterios objetivos de calificación de los mismos, evidenciándose una 

marcada tendencia a acondicionar los requisitos de los estudios previos 

al perfil presentado por el contratista, se encontró que hay diferencias 

considerables en los perfiles, denotándose que en  algunos se piden 

especializaciones, en otros maestrías según la preparación  académica 

del contratista o se pide experiencia que resulta casi siempre 

coincidencial a la de quien presenta la propuesta de servicios. 

 

    El reporte informa la inconsistencia en la supervisión del contrato  No. 

662-08 por Valor de $3.500.000, el cual se suscribió el 5 de diciembre y 

termina el  31-12-08,  este contrato se suscribió  para apoyar las 

auditorias a cargo para el Sector Social e iniciaba su ejecución el día 12-

12-08. El contratista presenta la certificación de la incapacidad el día 16-

12-08, la cual fue expedida por el Hospital Los Patios, cuatro días 

después de haberse dado inicio a la ejecución del contrato. Dichos 

documentos que constatan el impedimento del contratista para iniciar la 

ejecución del mismo se radicaron el 13-02-09, es decir, 2 meses después 

sin que la administración se hubiera pronunciado respecto de la no 

presentación del contratista para iniciar sus actividades. Esta conducta 

genera un hallazgo de connotación administrativa debido a que no se 

observó seguimiento por parte del interventor. 

 

    Se aduce también la evidencia en la contratación de supuestos 

profesionales, sin embargo el personal  contratado no ha logrado sus 

títulos y los perfiles esperados. 

 



    En los contratos de prestación de servicios donde el objeto es el apoyo 

o asesoría no evidenciaron documentos que demuestren las actividades 

desarrolladas durante el periodo ejecutado.  

 

    La Contraloría celebró contratos por 5.299 millones de pesos, para los 

proyectos Portal Institucional, rendición de cuentas y sistema de 

seguridad, Gerencia del programa, Gestión de Cambio y auditoria 

externa, donde se pactaron unos pagos que pone en riesgo a la entidad, 

teniendo en cuenta que antes de haberse cumplido con el objeto 

contratado la entidad habría pagado el 80% de los recursos. 

 

    En cuanto al seguimiento a las actuaciones realizadas por la 

contraloría general de la república, con relación a las quejas interpuestas 

en la auditoria general de la república, se encontró; Que revisado el 

seguimiento a los planes de mejoramiento compromiso de las entidades 

auditadas; No se evidenció el seguimiento por parte de la Contraloría en 

casos que se considero por parte de la Auditoria General debían haberse 

concertado sobre el tema referido vigencias 2006 y 2007. 

 

    Dentro del Concepto sobre la gestión y resultados obtenidos de la 

Contraloría, los documentos fueron elaborados en su totalidad por 

funcionarios de las Contralorías Delegadas para Economía y Finanzas 

Públicas y Medio Ambiente de la entidad, sin embargo conforme se 

detalla, la Contraloría General de la República dio cumplimiento parcial a 

la obligación de remitir de forma oportuna al Gobierno Nacional los 

informes económicos de carácter macro fiscal fijados en la ley. 

 

    En cuanto a la Situación de las Finanzas, y de acuerdo al artículo 41 

de la ley 42/93 específica que la “certificación” del estado de las finanzas 

del Estado debería ir acompañado de los indicadores de gestión y de 



resultados, sin embargo el informe de la vigencia 2007 no evidenció 

explícitamente dicha certificación del Contralor General ni los indicadores 

referidos. 

 

    Dentro del análisis de ingresos y gastos se denotó  el incremento en 

gasto no solo dando respuesta a programa de nivelación salarial, sino 

incremento en viáticos, nómina y otras actividades con cargo a recursos 

de cooperación y que no cumplen con los objetivos del convenio para lo 

que fueron creados. 

 

    En el último reporte del auditor general de la República, Iván Darío 

Gómez Lee, en el que se realiza un comparativo 2008 y 2009, se persiste 

en los hallazgos encontrados como el aumento considerable del número 

de contratos de prestación de servicios, frente a lo cual se reporta que la 

Contraloría General de la República  no ha adoptado correctivos 

administrativos para el mejoramiento de su gestión contractual y para 

evitar riesgos en su ejecución presupuestal. En este último reporte se 

informa la identificación de 25 hallazgos administrativos y 5 de carácter 

disciplinario. 

 

    Es sorprendente el hecho que la Contraloría haya conseguido 

gestionar recursos para alcanzar un incremento de la cobertura en un 

30.83% de entidades vigiladas  para cumplir con su responsabilidad de 

Control fiscal para lo cual formuló  proyecto de inversión ejecutado 

mediante contratos de prestación de servicios profesionales, personales 

e individuales, lo que constituye un riesgo para el patrimonio público;  y la 

dilapidación de los recursos por la falta de autocontrol y falta de garantías 

para la excelente gestión que se espera de ellas. 

 



El incremento de los gastos en viáticos de 2008 a 2009, para la 

asistencia ante la organización Latinoamericana y del caribe-OLACEFS 

que pasa de $5.657.353 a $46.767-231, es decir con un incremento del 

827%; el incremento de los viáticos del Contralor pasan de $1.430.000 a 

$3.577.487 con un incremento del 250%, si bien es cierto este 

incremento al igual que el incremento de la contratación  puede ser 

justificado por la necesidad de una mayor gestión ante este organismo, 

esta no se evidencia en el informe ni se evidencia resultados que 

corresponda  en alguna medida a la contribución de una mayor 

efectividad, economía y eficiencia del control fiscal.  

 

    Además el uso y abuso de los vehículos destinados para el 

cumplimiento de su función, la inexistencia de mecanismo que permitan 

el control de parqueaderos, al igual que fue evidenciado que en algunos 

fines de semana los vehículos no fueron guardados en los parqueaderos 

de la Entidad; no se evidenció autorizaciones o permiso, en consecuencia 

incumplimiento a lo establecido en el artículo 5 de la resolución 060 de 

2008 en lo pertinente a la obligatoriedad de tener este control. 

 

    Se observo además la falta de planeación y falta de controles en el 

manejo y estudio de necesidades para el cálculo del combustible, dado 

que fue proyectado un consumo para un periodo y realmente este superó 

los topes del propuesto, siendo necesario realizar por parte de la 

Contraloría adiciones en dinero y en tiempo al contrato inicial en un 

porcentaje del 40.94% en recursos y un 33.33% en tiempo.  

 

    Estos aspectos y otros que no se mencionan, debido a que esto  

implica realizar una trascripción total de los informes, busca ilustrar un 

sinnúmero de situaciones que conduzca a una reflexión de si son las 

contralorías un modelo de institución eficaz con la autoridad y 



ejemplaridad para lograr el control interno en las instituciones públicas; si 

son ellas  las llamadas a brindar las pautas para exigir el control en las 

entidades públicas.           

 

 

CONCLUSIONES 

 

    Todo lo anterior fueron algunos indicios para establecer la eficacia de 

las Contralorías y de paso reflexionemos si algún día Colombia podrá 

alcanzar un mediano desarrollo económico; porque para palparlo 

tangencialmente se necesita de instituciones objetivas, que aprueben 

normas que redunden en el beneficio común, que se encarguen de 

garantizar el cumplimiento de las mismas,  que regulen las relaciones 

entre los individuos dilucidando las diferencias que entre ellos puedan 

surgir; que además vigilen interviniendo a aquellos que no cumplen;  es 

decir que sean eficaces en su gestión,  pero para serlo se requiere que el 

actuar de estas instituciones este rodeado de principios y valores; con 

compromiso en la realización de su trabajo, que las condiciones que 

jalonen su voluntad se encuentre alejadas de presiones clientelistas; que 

su actuar no este orientado al aprovechamiento para beneficio propio, y 

que sean coherentes con el llamado a exigir el deber  a otras 

instituciones, reprochando y auto controlando la corrupción; en general, 

es imprescindible  la existencia y presencia del Estado para hacer aplicar 

las leyes y reglamentos que hacen posible la existencia del orden y, por 

consiguiente, su aplicabilidad en el orden económico, social, político, 

religioso etc.     

 

    Ahora si las contralorías son las entidades creadas para evitar o 

controlar la corrupción, luego de lo anterior, de ver la desoladora 

realidad, de ver con gran desazón como se puede desvanecer la 



esperanza, de ver hacia un futuro ojala no muy lejano un país que 

permita brindar mayores oportunidades a los individuos, se puede 

evidenciar que las Contralorías no han mostrado con su actuar su 

ejemplaridad, ni pueden garantizar el manejo adecuado de los recursos; 

es decir que la misión y función para la cual fueron creadas no surgen 

los resultados esperados y debemos entender que es en definitiva;  con 

la racionalidad de los recursos, con la discreción necesaria, a partir de 

decisiones correctas que se puede brindar un mayor bienestar a la 

comunidad. 

 

    Una posible condición para avanzar en esa confianza que debe ser 

recuperada por parte de las Contralorías, es el nombramiento de la 

autoridad más allá de los períodos políticos de gobierno,  de garantizar la 

dotación del recurso humano y los demás que sean necesarios pero 

manejados de forma eficiente para garantizar el cumplimiento idóneo de 

su función. 

 

    Igualmente es necesario que se realice una reforma que garantice el 

cumplimiento de  los principios en los entes de control; además, se 

requiere crear mecanismos que le permita a la Auditoria General de la 

nación tener más dominio y elegir a los controladores en periodos que no 

coincidan con el de los gobernantes; estas iniciativas podrían ser 

tomadas en cuenta, e igualmente para una mayor gestión, el periodo de 

elección de los Auditores debería ser ampliada, para así poder brindar 

mayor vigilancia a los controladores. 

 

    También sería importante contar con un modelo o reforma que permita 

medir realmente de forma eficiente y eficaz  la gestión de las 

Contralorías; que su estabilidad dependa de los resultados evidenciados 

en las evaluaciones que se les realiza de forma semestral. De otra parte 



debe generarse un punto de control a la hora de conformar la terna, 

donde se elija a partir de unos concursos,  y evitar   la solidez  y el 

crecimiento del proceso de  politización no solo a nivel de los 

controladores sino de todas las instancias públicas.  

 
    Para finalizar, el análisis sobre si las contralorías están siendo 

eficaces para lograr el control interno en las instituciones públicas, es 

evidente el poco desempeño de ellas, para lo cual me permito afirmar y 

concluir que las contralorías advierte de acciones urgentes y 

estructurales de  intervención que exija y obligue un mejoramiento de 

estas entidades. 
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